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DERECHO A LA SALUD / SUMINISTRO DE MEDICAMENTO / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. [C]omo en el caso objeto de estudio está acreditado que la accionante se encuentra en tratamiento para el manejo de la esquizofrenia paranoide que padece, se considera necesario suministrar la atención integral que requiera con motivo de esa enfermedad, de conformidad con la jurisprudencia transcrita y teniendo en cuenta su cuadro patológico y la necesidad que tiene para que el servicio sea brindado de forma eficiente, oportuna y continua. Así las cosas, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho a la salud de que es titular la accionante, se ordenará al Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, proceda a entregarle el medicamento risperdal consta ampolla por 25 mg, hasta cubrir completamente la fórmula ordenada por su médico tratante. Además, que le garantice la atención integral que requiera para el manejo de su enfermedad de esquizofrenia paranoide, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial.
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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
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Pereira, junio veintinueve (29) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 338 de 29 de junio de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00562-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora Yuliana Andrea Vergara Correa, como agente oficiosa de su madre Rosa Amelia Correa, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, a la que fue vinculado el Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 La agenciada se encuentra afiliada a Sanidad de la Policía Nacional, “bajo la calidad de cotizante pensionado”.
1.2 Desde hace más de un año fue diagnosticada con esquizofrenia paranoide. 
1.3 Para tratar dicha enfermedad, el médico psiquiatra que la atiende, le prescribió el fármaco risperdal consta ampollas por 25 mg, para aplicar una cada quince días, en razón a que según su concepto profesional, no tolera el tratamiento vía oral “por temblor”, ni puede recibir otros medicamentos como la olanzapina o clozapina en razón a la diabetes mellitus que también la aqueja.

1.4 Teniendo en cuenta que la entidad le manifestaba no contar con esa solución inyectable, desde mediados del año pasado adquirió esa medicina de forma particular. Sin embargo, debido a su alto costo, le resulta imposible continuar adquiriéndolo de esa manera.
1.5 Para los meses de diciembre de 2016 y de enero a abril de este año, Sanidad suministró el citado fármaco, luego de surtir el trámite ante el Comité Técnico Científico de la entidad. Pero cada mes debe realizar todo un trámite administrativo complejo para  adquirir el medicamento a que por ley tiene derecho su señora madre.  
1.6 Desde hace más de dos meses dejaron de suministrarle la medicina, “ni con los CTC, la eps refiere que solo le pueden entregar en tabletas mas no en solución inyectable que es la única que le sirve”.
1.7 Citó normas y jurisprudencia que consideró aplicable al caso. 

2. Considera lesionados los derechos a la salud, la vida digna y la integridad física de que es titular su progenitora. Para protegerlos, solicita se ordene a la Dirección Seccional de Sanidad, realizar la entrega oportuna de la referida medicina y garantizar el tratamiento integral que requiera para el manejo de su enfermedad, prestaciones que también solicitó como medida provisional.

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 18 de abril se admitió la acción, se ordenó vincular al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional y como medida provisional se ordenó la entrega del medicamento risperdal consta ampollas por 25 mg. 
2. En el trámite de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Jefe Seccional de Sanidad Risaralda manifestó que la entidad ha agotado todos los mecanismos administrativos necesarios para satisfacer las necesidades de sus usuarios. Sin embargo, explicó, carece de capacidad para brindar prestaciones diferentes al primer nivel ambulatorio y por tanto, para las demás, debe contratar con centros clínicos externos de segundo, tercero y cuarto nivel de complejidad, efecto para el cual se debe surtir el trámite establecido en las normas que regulan la contratación pública. En este caso, el medicamento risperdal inyectable le fue entregado a la actora, luego de surtir el procedimiento necesario para aprobar servicios no POS ante el Comité Técnico Científico, el 26 de marzo de este año; el pasado 28 de abril se radicó nuevamente solicitud CTC y el 15 de junio último se recibió respuesta en el sentido de que el medicamento había sido autorizado por seis meses; en relación con la medida provisional ordenada indicó que el medicamento se encuentra a disposición de la accionante en la farmacia MEDIPOL, de lo que se comunicó a la agente oficiosa, a quien, además, se le informó que antes de la última fecha de entrega, debe hacer actualizar la fórmula por el médico tratante, para que este especifique el término del tratamiento. Por tanto, en ningún momento ha habido negación del servicio de salud solicitado y concluye que como ha actuado de conformidad con las normas que rigen la materia y ante la falta de existencia de vulneración, debe declararse improcedente el amparo; en subsidio, solicita autorización para recobrar ante el Fosyga por los gastos que se generen para cumplir el fallo de tutela.
2.2 El Director de Sanidad de la Policía Nacional refirió que en virtud de la delegación de funciones atribuidas a la entidad que representa, la competencia para atender esta acción de tutela radica en la Seccional de Sanidad de Risaralda, a la cual, solicitó dirigir los correspondientes requerimientos.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar: a) si la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional lesionó los derechos fundamentales de la accionante, al no suministrarle el medicamento risperdal consta ampollas por 25 mg, y en caso positivo, establecer si es procedente ordenar su entrega y la atención integral solicitada; b) analizar si se produjo una carencia actual de objeto por hecho superado y c) si es viable autorizar el recobro por los servicios no contemplados en el manual de medicamentos y terapéutica de las Fuerzas Militares. 
3. De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional,  la salud es un derecho de carácter fundamental y autónomo y para que proceda su amparo por vía de tutela no necesariamente debe estar en conexidad con otro que participe de la misma naturaleza
.
4. La accionante se encuentra afiliada al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional
, que regula el Decreto 1795 de 2000, en cuyo artículo 27 dispone: 

“Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. Además cubrirá la atención integral para los afiliados y beneficiarios del SSMP en la enfermedad general y maternidad, en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación. Igualmente tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en Hospitales, Establecimientos de Sanidad Militar y Policial y de ser necesario en otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”

4. La medicina risperdal consta ampollas por 25 mg no está incluida en el listado del anexo No. 1 del acuerdo 052 de 2013, por medio del cual se establece el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica para el SSMP. 

4.1 No obstante, en su jurisprudencia, la Corte Constitucional ha trazado las reglas para que el juez de tutela inaplique las normas que regulan los planes de salud obligatorios cuando se recomienda alguno por fuera de él. Al respecto ha indicado:

“Según la jurisprudencia constitucional, las entidades promotoras de salud (E.P.S.) tienen la obligación de suministrar a sus afiliados estaciones no contempladas en el Manual de Actividades, Intervenciones y Procedimientos o en el Manual de Medicamentos del Plan Obligatorio de Salud cuando: a) la falta de medicamentos excluidos amenaza los derechos fundamentales a la vida, la dignidad o la integridad física; b) el medicamento no puede ser sustituido por otro de los contemplados en el plan obligatorio de salud o que pudiendo serlo, el sustituto no tenga el mismo nivel de efectividad que el excluido del plan; c) el paciente no puede sufragar el costo de lo requerido d) que el medicamento haya sido prescrito por un medico (sic) adscrito a la E.P.S. a la cual se encuentra afiliado el paciente que demanda el servicio.

 

Estos criterios, inicialmente definidos respecto de prestaciones no señaladas en el Plan Obligatorio de Salud, han sido aplicados de manera análoga para otros planes de salud, y por tal razón considera esta Sala de Revisión que pueden aplicarse respecto de prestaciones excluidas del Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial.
 (rayas ajenas al texto original)
4.2 Tales requisitos se satisfacen en el caso concreto.

En efecto, de acuerdo con la historia clínica de la actora
, el referido fármaco le fue recetado por médico adscrito a la entidad demandada para el manejo de su esquizofrenia paranoide; los fármacos olanzapina y clozapina, que se presentan como alternativas incluidas en el plan de servicios, no le pueden ser suministrados debido a la diabetes mellitus que padece y “no toleró la risperidona oral por temblor”, todo lo cual permite inferir que no brindárselo lesiona sus derechos a la dignidad y la integridad física y que no se ha demostrado científicamente que la medicina solicitada pueda ser sustituida por otras que hagan parte del plan de beneficios.

Además, carece la accionante y su familia de recursos para costear su valor, tal como lo informó en la demanda, sin que tal hecho hubiese sido controvertido por las entidades demandadas.

En estas condiciones, se puede concluir que la Dirección Seccional de Sanidad lesionó los derechos a la salud y a la vida digna de la demandante, al abstenerse de suministrar una prestación médica que a pesar de no estar incluida en el plan obligatorio, es deber de  la Dirección de Sanidad su cubrimiento porque como ya se había anunciado, se cumplen los presupuestos jurisprudenciales para ese efecto, sin que sea uno de ellos el de obtener la aprobación por el Comité Técnico Científico.

5. Al pronunciarse respecto al amparo propuesto y con ocasión a la medida provisional decretada por esta Sala, el Jefe Seccional Sanidad Risaralda indicó que el citado fármaco ya había sido autorizado y que ya se encontraba a disposición de la demandante para su entrega.

Para corroborar ese hecho, esta Sala se comunicó con la agente oficiosa de la accionante, quien indicó que el 15 de junio pasado le hicieron entrega de dos inyecciones, pero que aún restan por suministrar cuatro para cubrir íntegramente la fórmula médica
. 

Es decir que a pesar de que en la actualidad se reconoce la obligación de otorgar ese servicio médico, la orden médica no ha sido cumplida en la forma indicada por el galeno tratante, quien el 27 de abril de 2017 ordenó el medicamento risperdal consta por 25 mg, en cantidad de seis ampollas, para ser aplicada una cada quince días por tres meses
, de las cuales únicamente se han suministrado dos, sin que se tenga certeza si en lo sucesivo seguirán siendo entregadas ya que la autorización para los siguientes meses no garantiza su efectivo suministro. 
En conclusión, no resulta posible declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, figura que requiere una satisfacción completa de la obligación. 

6. En relación con el tratamiento integral solicitado, es preciso indicar que la Ley 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo 8º que: 

“La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario.

En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada.”

Sobre el tema, ha dicho la Corte Constitucional:

“El tratamiento integral está regulado en el Artículo 8° de la Ley 1751 de 2015, implica garantizar el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS o no”
.  Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”
.

…

El tratamiento integral también implica la obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido
. Para tal efecto, las entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y armónica.

…

Como corolario de lo anterior se tiene que, el tratamiento integral implica prestar los servicios de salud de manera oportuna, continúa e ininterrumpida. Los trámites administrativos no pueden ser excesivos y en ningún caso justifican la demora o la negación en el cumplimiento de una orden del médico tratante, de lo contrario se lesiona el derecho fundamental a la salud…

Por último, se resalta que ese desarrollo de funciones, garantista y protector al que están obligados los operadores del sistema de salud, también debe guiar la actuación del juez constitucional…”
.
En estas condiciones, como en el caso objeto de estudio está acreditado que la accionante se encuentra en tratamiento para el manejo de la esquizofrenia paranoide que padece, se considera necesario suministrar la atención integral que requiera con motivo de esa enfermedad, de conformidad con la jurisprudencia transcrita y teniendo en cuenta su cuadro patológico y la necesidad que tiene para que el servicio sea brindado de forma eficiente, oportuna y continua
.

7. Así las cosas, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho a la salud de que es titular la accionante, se ordenará al Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, proceda a entregarle el medicamento risperdal consta ampolla por 25 mg, hasta cubrir completamente la fórmula ordenada por su médico tratante. Además, que le garantice la atención integral que requiera para el manejo de su enfermedad de esquizofrenia paranoide, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial.
8. En cuanto a la facultad de ejercer acción de recobro frente al Fondo de Solidaridad y Garantía, como lo solicita de forma subsidiaria la Dirección Seccional de Sanidad, basta decir que en la sentencia T-760 de 2008, la Corte Constitucional impuso una serie de órdenes al Ministerio de la Protección Social y al administrador fiduciario Fosyga, para que adoptaran medidas que garanticen que el procedimiento de recobro por parte de las entidades promotoras de salud sea ágil con miras a asegurar el flujo de recursos necesario para proteger efectivamente el derecho en el sistema y dentro de ellas, que no se podría establecer que en la parte resolutiva del fallo de tutela se autorice el recobro como condición para aprobar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos que la entidad no estaba legal ni reglamentariamente obligada a asumir, pues bastará con que el Fosyga constate que la entidad no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo de acuerdo con el ámbito del correspondiente plan de beneficios financiado por la UPC. 

Y en la sentencia T-727 de 2001
, dijo la misma Corporación:

“Por último, en relación con la orden de recobro al Fosyga sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto
.

Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre ante el Fosyga el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos…”.
De esa manera las cosas, no es necesario que el juez de tutela emita un pronunciamiento en relación con la facultad que tienen las entidades promotoras de salud para ejercer la acción de recobro frente a la autoridad legalmente obligada a suministrar aquellos excluidos del plan de beneficios, porque no es ese un requisito que se les pueda exigir para obtener su reconocimiento. 

En esas condiciones, el juez de tutela debe abstenerse de emitir concepto alguno sobre el particular, asunto que debe ser definido en otro escenario por los entes que componen el sistema general de salud.

9. No se impondrá orden alguna al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional, quien no ha lesionado el derecho de que se trata, pues es el Jefe Seccional de esa entidad el competente para resolver, tal como se infiere de la actuación que se ha desplegado en este trámite.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: CONCEDER la tutela solicitada por Yuliana Andrea Vergara Correa, en nombre de su progenitora Rosa Amelia Correa, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda.
SEGUNDO: Se ordena al Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, proceda a entregar a la demandante el medicamento risperdal consta ampolla por 25 mg, hasta cubrir completamente la fórmula ordenada por su médico tratante. Igualmente se le ordena brindarle un tratamiento integral para su actual patología de esquizofrenia paranoide, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial.
(Continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia proferida en la tutela radicada No. 66001-22-13-000-2017-00562-00)

TERCERO: Se niega la solicitud de recobro formulada por el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional. 
CUARTO: No se impone orden alguna al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional.
QUINTO: Notifíquese esta providencia a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
SEXTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)
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